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DELEGADO 
DE SECTOR: Señor Representante Javier García. 


ASISTEN: Señores Representantes José Carlos Cardoso y Gonzalo Novales. 


INVITADOS: Señores Baldemar Taroco, Presidente de Crysol Asociación de Ex Presos Políticos; Gastón 
Grisoni, Secretario; Chela Fontora y Carmen Vernier. 


Señores Dany Rordríguez, Directora del Grupo de Apoyo a Enfermos de Cáncer 
(GADECA); Américo Lima, Secretario; Ester Buda y Doctor Alberto Heber, abogado. 


Señores químicos farmacéuticos Grisel Fernández, Presidenta de la Asociación de Química 
y Farmacia del Uruguay; Virginia Olmos, Vicepresidenta y Sylvia Etcheverry, Secretaria. 


SEÑORA PRESIDENTA (Sanseverino).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Salud Pública y Asistencia Social tiene mucho gusto en recibir a una delegación de Crysol, 
Asociación de ex Presos Políticos, integrada por su Presidente, señor Baldemar Taroco; su Secretario, señor 
Gastón Grisoni, y las señoras Chela Fontora y Carmen Vernier. 


SEÑOR TAROCO.- En primer lugar, deseamos agradecerles que hayan tenido la amabilidad de 
recibirnos para escuchar nuestros planteos. Solicitamos esta reunión con el propósito de informarlos de 
un asunto que nos preocupa y, obviamente, solicitar vuestra intervención a los efectos de encontrar una 
solución a dicha preocupación que involucra al Poder Ejecutivo y que tiene que ver con la aprobación 
del Decreto N” 294/10, que rechazamos en su actual formulación. 


Como es de vuestro conocimiento, el año pasado ambas Cámaras aprobaron la Ley_N* 18.596, de reparación 
a las víctimas del terrorismo de Estado. Aprobada a veinticinco años del retorno a la institucionalidad, como 
resultado de la amplia y masiva labor desplegada por las organizaciones representativas de las víctimas, la 
Ley N” 18.596 establece explícitamente la responsabilidad que corresponde al Estado uruguayo por haber 
violentado el derecho a la vida, a la integridad psicofísica y a la libertad de miles de uruguayas y uruguayos 
durante el período iniciado el 13 de junio de 1968, dentro y fuera de las fronteras nacionales. 


Aunque en su texto establece claramente el derecho a una reparación integral para todas las víctimas del 
terrorismo de Estado, de acuerdo con lo estipulado por la Resolución N* 60/147 de las Naciones Unidas, 
dicha ley no es, ni puede considerarse, a nuestro entender, una ley de reparación integral ya que, entre otras 
razones, no asegura el principal derecho de todas las víctimas, de acuerdo con las normas internacionales y 
nacionales: el derecho a la verdad y a la justicia, impedido por la vigencia de la Ley N* 15.848 de Caducidad 
de la Pretensión Punitiva del Estado, de diciembre de 1986. 


No obstante lo anterior, consideramos que la aprobación de dicha ley fue un avance importante en el camino 
hacia la transición democrática, la superación de las heridas aún abiertas por el proceso cívico militar y el 
cumplimiento de sus obligaciones por parte del Estado hacia las víctimas. 


Como es de conocimiento público, la Ley N” 18.596 establece en su artículo 10 que las víctimas del 
terrorismo de Estado que hubiesen permanecido más de seis meses sin haber sido procesadas, o que hubiesen 
sido procesadas, o que hubiesen sufrido lesiones gravísimas a raíz o en ocasión del accionar de agentes del 
Estado, o que siendo niños o niñas hayan sido secuestrados o hayan permanecido en cautiverio con sus 
padres, tendrán derecho a recibir en forma gratuita y vitalicia, si así lo solicitaren, prestaciones médicas que 
incluyan la asistencia psicológica, psiquiátrica, odontológica y farmacológica que garantice su cobertura 
integral de salud en el marco del Sistema Nacional Integrado de Salud. 


Al mismo tiempo, dicha norma otorga rango de ley a las disposiciones del Decreto N*” 268/08 que estableció 
la atención en salud para todos los beneficiarios de la Ley jubilatoria N” 18.033. Dado que el Sistema 
Nacional Integrado de Salud está conformado, de acuerdo con la Ley N* 18.211, de 13 de diciembre de 2007, 
por prestadores públicos y privados de atención integral a la salud, es claro que fue voluntad del legislador, 
ratificada por la promulgación del Poder Ejecutivo anterior, consagrar a todos los beneficiarios el derecho a 
la libre opción del prestador de salud. 


Esta misma interpretación del alcance de la ley fue realizada por parte del Ministerio de Salud Pública al 
presentar en el mes de junio un proyecto reglamentario cuyo contenido, en líneas generales, fue acordado con 
nuestra organización. Sin embargo, el día 1? de octubre del presente año, el Poder Ejecutivo emitió el Decreto 
N* 294/10 que, desconociendo lo anterior, solamente otorga la atención médica en el área pública, 
excediéndose notoriamente en sus potestades y atribuciones. La potestad del Poder Ejecutivo de reglamentar 
la modalidad y la extensión de las prestaciones establecidas no puede suponer en ningún caso la facultad de 
limitar o restringir los derechos conferidos en la misma a los beneficiarios. Es realmente sorprendente que al 
reglamentar una ley sumamente tardía, destinada a reparar y dignificar a las víctimas del accionar del Estado, 
que consagra el derecho a la reparación integral, estableciendo una atención vitalicia y gratuita, el Poder 
Ejecutivo restrinja y cercene derechos explícitamente establecidos. 


De acuerdo con las normas constitucionales vigentes, por las que tanto luchamos junto a los trabajadores y al 
conjunto del pueblo uruguayo, no es potestad del Poder Ejecutivo modificar las leyes aprobadas por el Poder 


Legislativo y mucho menos cuando se trata, como en este caso, de un proyecto de ley originado en el anterior 
Poder Ejecutivo. 


El Decreto Reglamentario del artículo 10 de la Ley N* 18.596 recientemente aprobado por el Poder Ejecutivo 
constituye, a nuestro entender, un ejemplo claro de modificación de la ley aprobada el año pasado por el 
Parlamento uruguayo, ya que restringe, sin ninguna fundamentación, un derecho claramente establecido por 
la norma. 


Al reclamar que el Poder Ejecutivo respete el espíritu y el texto de la norma aprobada legítimamente, 
reafirmamos los principios del funcionamiento democrático que se violentan en dicho Decreto. 


A más de 25 años del retorno al régimen constitucional, es mucho lo que aún resta llevar a cabo para superar 
las heridas abiertas en el período del terrorismo de Estado. A nuestro entender, aprobar una ley de reparación 
integral que cumpla cabalmente con la Resolución N* 60/147 de las Naciones Unidas y con la Convención 
Internacional contra la Tortura, al tiempo de superar las diferentes carencias y omisiones de las diferentes 
leyes reparatorias que se han ido aprobando, es un requisito básico y esencial para avanzar en la transición 
democrática iniciada el 1% de marzo de 1985, que aún está pendiente de resolver a cabalidad. 


En lo inmediato, solicitamos a la Comisión de Salud Pública y Asistencia Social, por lo expuesto, que 
reconozca la justeza de nuestro planteo y que exhorte al Poder Ejecutivo a reconsiderar el Decreto 294/10, 
respetando el espíritu y el texto de la Ley de reparación N* 18.596 en lo atinente al derecho de las ex presas y 
de los ex presos políticos, entre otras categorías de víctimas, a la libre opción del prestador de salud en el 
marco del Sistema Nacional Integrado de Salud, consagrado en el artículo 10 de esa norma. 


Deseamos que así lo hagan. Muchas gracias. 


SEÑORA FONTORA.- Han pasado 25 años y miles de compañeras y compañeros han fallecido a causa 
de la aparición de enfermedades infecciosas degenerativas, inmunodepresoras, neoplasias, lesiones 
osteomioarticulares, enfermedades cardiovasculares y respiratorias, alteraciones renales, indicadores 
de cáncer con evoluciones fulminantes, enfermedades psíquicas y psicológicas. Estas son algunas de las 
tantas manifestaciones que se han constatado en este grupo de algo riesgo específico, que presenta una 
menor expectativa de vida. Los daños tienen efecto transgeneracional, condicionando, por lo expuesto, 
a los más cercanos: hijos y nietos. Esto tiene confirmación científica en estudios realizados a nivel 
nacional e internacional a esta población de riesgo. 


La Comisión de Salud de Crysol viene trabajando desde que el Decreto 268/08 dio un marco legal para la 
implementación de la asistencia en salud, pero a pesar de la sensibilidad y buena disposición de algunas 
autoridades, la implementación de las resoluciones aprobadas no se materializa como es de esperar. Aún no 
contamos con servicio de emergencia móvil, compromiso asumido por autoridades del Ministerio de Salud 
Pública y de ASSE en las primeras reuniones que por estos temas comenzamos a mediados de 2008. 


La atención psiquiátrica y psicológica carece de una infraestructura adecuada, y es altamente preocupante 
para este grupo, por las especificidades relatadas y bien conocidas, que aún no se haya resuelto para nosotros, 
nuestros familiares, hijos y nietos la correcta y debida atención en esta área. No tenemos la posibilidad de 
acceder a un consultorio con amplio horario para atención personalizada ni tampoco para la atención grupal. 
No se cuenta aún con el espacio adecuado para la terapia; hay más de 40 compañeras y compañeros en lista 
de espera. 


La atención especializada, que se demora demasiado en tiempo real, producto de la saturación de los 
servicios y de otros inconvenientes, lleva a que muchos compañeros y compañeras abandonen su tratamiento 
y no vuelvan a sus médicos de referencia. 


Existen patologías y complicaciones oftalmológicas, cardiovasculares, ginecológicas, lesiones articulares, 
alteraciones renales, enfermedades psíquicas y psicológicas, lesiones visibles e invisibles causadas por 
torturas, cuyos daños son irreversibles. 


En el artículo 10 de la Ley N” 18.596, reglamentado por el Decreto 294/10, consagra la atención integral en 
salud a través de ASSE. El Poder Ejecutivo asume la responsabilidad del Estado, promulgando leyes 


reparatorias que tienen grandes dificultades para materializarse y dar respuesta a las víctimas de graves 
violaciones de los derechos humanos. 


La vigencia del Decreto 294/10 permite la implementación con la rapidez que requiere la atención en salud a 
este grupo específico. Hace 25 años que esperamos que se cumpla con los derechos humanos, poniendo en 
práctica los principios y directrices de la Resolución 60/147 de la Organización de las Naciones Unidas. 


Al día de hoy, la mayoría de los compañeros y compañeras ya están muertos; se han ido sin haber recibido la 
atención que se merecían por haber sido víctimas del terrorismo de Estado. 


Señoras y señores miembros de la Comisión de Salud Pública y Asistencia Social: la Ley_N” 18.596 consagra 
el derecho a una reparación integral a todas las víctimas del terrorismo de Estado y en su artículo 10 
establece los parámetros generales para la atención en salud. El Decreto 294/10 del Poder Ejecutivo establece 
que dicha atención se realizará en los servicios de ASSE, pero como hemos señalado a lo largo de la 
intervención, mucho queda por implementarse aún. 


Sugerimos, entonces, a la Comisión de Salud Pública y Asistencia Social que tome en cuenta nuestra 
preocupación al respecto, la acepte y le manifieste al Ministerio de Salud Pública la necesidad de actuar con 
decisión y energía para implementar de manera rápida, efectiva e integral los servicios de salud que todas las 
víctimas del terrorismo de Estado requieren. 


Muchas gracias. Estamos a vuestra disposición para contestar las preguntas que quieran formular. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos a la delegación la exposición realizada. El planteo es muy 
interesante porque, en cierta medida, amplía los aspectos que en el inicio abarcaba el Decreto sobre 
ASSE, dando cuenta de una visión más global acerca de todo lo que falta cumplir con respecto a los 
compromisos asumidos. Por lo tanto, vamos a invitar a las autoridades para dialogar acerca de la ley, 
de la reglamentación y de sus cambios, aspecto que fue planteado por el señor Presidente Taroco. 


Quisiera saber si ustedes han mantenido alguna entrevista con el Ministerio de Salud Pública o con ASSE al 
respecto. 


SEÑORA FONTORA.- En más de una oportunidad hemos mantenido reuniones con el Ministerio y 
con representantes de ASSE. Eso no significa que se haya avanzado en el tema. En el dossier que 
entregamos se plantea la problemática existente, que todavía no se ha resuelto. 


SEÑOR FRACHIA.- Como integrante de esta Comisión me congratulo de la concurrencia de estos 
ciudadanos que nos vienen a plantear las vicisitudes que les ha tocado vivir. Personalmente, comparto 
la inquietud de ustedes de tener una salud como se merecen todos los uruguayos. Recogemos el reto y 
nos sumamos a que ese derecho sea reconocido. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Les agradecemos su visita y les prometemos que vamos a realizar los 
contactos necesarios e inmediatamente se lo vamos a informar a ustedes a través de las versiones 
taquigráficas o personalmente. Esperamos poder resolver de una buena vez este tema que hace tanto 
tiempo que anda dando vueltas. 


(Se retira de Sala la delegación de Crysol-Asociación de Ex Presos Políticos) 

(Ingresa a Sala una delegación del Grupo de Apoyo a Enfermos de Cáncer, GADECA) 

——— La Comisión tiene el placer de recibir a una delegación del Grupo de Apoyo a Enfermos de Cáncer, 
GADECA, integrada por la Directora, señora Dany Rodríguez, el Secretario señor Américo Lima, la señora 
Ester Buda y el doctor Alberto Heber. 


Vamos a dar lectura a una carta que nos envió este grupo el 7 de octubre, a efectos de ser recibidos. 


(Se lee:) 


"Cúmpleme solicitar audiencia con la comisión de su digna presidencia a los efectos de plantear la 
instalación de un Centro Regional de tratamientos Oncológicos en el departamento de Maldonado.- Ya se han 
iniciado iniciativas con ASSE y deseamos darle estado parlamentario a esta.- Sin otro particular, saludan 
atentamente.- GADECA, Grupo de Apoyo de Enfermos de Cáncer". Y firman la señora Dany Rodríguez 
Techera, Directora, y el señor Américo Lima, Secretario". 


SEÑORA RODRÍGUEZ.-La idea de esta Asociación Civil es lograr para Maldonado, Rocha, Treinta y 
Tres y Lavalleja un centro oncológico regional, no solo para tratamientos de radioterapia sino también 
un lugar de internación y tratamiento. Hace dos años que estamos intentando contar con un apoyo 
social. 


SEÑOR LIMA.- El propósito de esta reunión es que los señores Diputados tomen conciencia del tema. 


Hemos mantenido conversaciones con el señor Ministro al respecto y nos ha dicho que es viable que exista 
un centro regional en la zona este. Solicitamos a los señores legisladores que nos den una mano cuando 
ingrese nuestro proyecto para que sea aprobado. Nadie está libre de esta enfermedad, y en esa zona hay una 
cantidad de personas con esa afección. 


SEÑOR HEBER.- En mi calidad de abogado fui contactado por la Asociación Civil para que les diera 
una mano en el día de hoy y también en la elaboración del proyecto. 


Lo que tienen frente a sus ojos es una carta que intentó resumir todas las vicisitudes que me contaron y me 
relataron por escrito los compañeros de la Asociación. El propósito por el que hemos venido aquí, como 
dijeron los compañeros, es sensibilizarlos y pedirles ayuda para que el tema asuma calidad de debate y entre 
en la agenda política. Esta no es preocupación solamente de esta Asociación, sino que hay otras fundaciones 
y grupos que han asumido esta iniciativa como propia. La idea es que salga, de cualquier lado o entre todos, 
pero que salga. 


Ayer hablamos con el doctor Curbelo, de la Fundación Hemovida y nos dijo que mantuvieron reuniones con 
el señor Ministro y con autoridades de ASSE y que ellos ven con muy buenos ojos el proyecto del Centro, 
pero dejaron claro que no habría espacio en el Presupuesto Quinquenal para esta iniciativa. Entonces, 
partimos de la idea de que si este proyecto se aprueba, será con recursos extrapresupuestales. Podría ser a 
través de aportes o ingresos que tenga el Estado. Se nos ocurrió que si se vende la casa presidencial de Punta 
del Este, este sería un buen destino para darle a ese dinero. También se podría hacer un llamado a interesados. 


Nuestra idea es la de incluir este tema en el debate. No sabemos en qué punto está la discusión del 
Presupuesto; ustedes sabrán mejor que nosotros si hay espacio o no para incluir este asunto. Sabemos que se 
han presentado iniciativas, que es bien visto por parte de todas las fuerzas políticas representadas en el 
Parlamento. De hecho esta Asociación fue iniciada con la colaboración del señor Edil Sanabria del Partido 
Colorado, y hay gente de todos los Partidos. También se está trabajando con la Fundación Hemovida que 
reúne opiniones de todo el departamento. 


En síntesis, nuestra intención era acercarles la idea y pedirles que la asuman como propia. Con los 
compañeros juntamos diez mil firmas; si bien se extraviaron algunas, trajimos fotocopiadas cinco mil 
quinientas para dejárselas a la Comisión como muestra del respaldo que se ha obtenido en una campaña muy 
humilde, a la que se están sumando otras instituciones. 


Sabemos que en verano, en el Hotel Conrad, se va a realizar una cena que va a quedar fija para todos los 14 
de enero, y el señor López Mena prometió llevar mil empresarios para cobrarles US$ 1.000. 


El proyecto que se va a presentar antes de fin de año como lo solicitó el señor Ministro significa una 
inversión de US$ 3:000.000, contando la parte edilicia. Podemos tomar como referencia el Centro 
Oncológico de Tacuarembó, que en el período pasado costó US$ 800.000, pero ya se partía de la base de un 
hospital modelo como es el de esa ciudad. En este caso, dentro de la inversión, se está calculando todo, 
inclusive la parte edilicia. Pueden existir mejores propuestas o alternativas. Nosotros no somos los que vamos 
a definir dónde, cuándo ni cómo. Lo único que queremos es que llegue al debate político esta iniciativa que 
abarca a toda la región este del país. En la carta que les dejamos podrán ver la fundamentación del planteo. 


SEÑORA BUDA.- Soy integrante y apoyo a la Comisión. 


Sería importante contar con el esfuerzo de todos; Maldonado es una ciudad con muchísimos habitantes. 
Queremos que los pacientes de Rocha, Minas, Lavalleja, Treinta y Tres no tengan que salir a las ocho de la 
mañana y volver a las seis de la tarde para realizarse un tratamiento que dura diez minutos. Es mucho el 
sacrificio que deben hacer para venir a Montevideo. Creo que Maldonado se merece un centro oncológico. 


SEÑORA RODRÍGUEZ.- Yo trabajé diez años en el Conrad, por lo que tengo muchos conocidos allí, y 
sé que hay muchos inversores. Todo el Directorio se puso a las órdenes para que cuando este proyecto 
fuera aceptado se los llevara con la intención de saber en qué podían colaborar. Creo que parte del 
financiamiento del proyecto se podría lograr con la gente del Directorio del Conrad. 


Además, hay muchos inversores en Maldonado y en Punta del Este que pueden donar dinero o alguna 
estructura edilicia. Pienso que Maldonado es el lugar ideal para instalar este centro regional. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- Me resulta en particular interesante esta propuesta que han 
traído estos vecinos del departamento de Maldonado. 


Me gustaría saber qué grado de avance hay en cuanto al relacionamiento con el Ministerio. ¿La propuesta ha 
sido formalmente presentada al Ministerio? ¿El Ministerio ha dado una respuesta formal o solo se está en 
etapa de conversaciones? 


Por otro lado, quisiera que me informaran si hubo algún contacto con la Intendencia de Maldonado. ¿El 
proyecto es acogido por el Gobierno Departamental de Maldonado? Al hablarse de una estructura edilicia, los 
Gobiernos Departamentales pueden jugar un importante rol, tanto por contar con espacios físicos disponibles 
como por tener infraestructuras construidas que no tienen destino claro. ¿Se han hecho relevamientos de 
edificios del Estado que no estén siendo usados y puedan ser utilizados como base para la instalación del 
centro? ¿Se ha pensado en otra alternativa? Es decir, si además de la idea, el interés y la voluntad manifiesta 
que expresan, ¿se han dado pasos más concretos que permitan que nosotros, desde el Parlamento, podamos 
apuntalar esa idea? 


SEÑOR HEBER.- Son muchas las instituciones que han asumido este compromiso. Inclusive, quizás 
nos falte un poco de coordinación. Ha habido conversaciones no formales; no se presentó un proyecto. 
En principio, la Fundación Hemovida es la que está elaborando el proyecto. 


Sabemos que existen edificios municipales como, por ejemplo, el que está pegado a la Perrera, el Mercado 
Agrícola en Maldonado, camino a San Carlos. Ese sería un buen lugar ya que está aislado, y en el centro se 
manejan materiales radiactivos, peligrosos. 


No se ha avanzado en el proyecto desde el punto de vista formal, y mucho menos en la ubicación del centro. 
Tampoco se ha hecho ningún relevamiento. Sabemos que hay buena voluntad de todos lados, inclusive, por 
parte de la Intendencia, pero no se han hecho avances concretos. Sí existe el compromiso de hacer el 
proyecto antes de fin de año y presentarlo al Ministerio. Si ustedes disponen de tiempo para ese entonces, 
quizás podamos volver y presentárselos. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Una de las líneas estratégicas que presentó el Ministerio es la relativa a la 
descentralización, de ir fortaleciendo la presencia local de servicios de mejor calidad y en los nudos 
regionales importantes. 


En la misma línea del planteamiento del señor Diputado José Carlos Cardoso, creo que sería importante 
conocer las opiniones de las autoridades que están en la región y así poder dar más formalidad a la iniciativa. 
Es bueno que la iniciativa cuente con la participación ciudadana pero, en algún momento, debe llegar al 
espacio de decisiones fundamentales hay que hacer memorias descriptivas, establecer los materiales que se 
necesitan, dado que es una cuestión compleja, seria e importante. 


La idea fundamental es que haya una mirada de altísima sensibilidad sobre un tema que nos preocupa a todos 
y me parece muy bueno que ustedes estén liderando ese espacio. 


SEÑOR GARCÍA.- Por una circunstancia familiar, veo al micro todos los días. Hace un mes estuve 
reunido con algunos de los invitados. Ahora, por una circunstancia familiar, he visto lo que ellos 
relatan. Estuve hablando con el técnico de la clínica y sé que el tratamiento radiante dura uno o dos 
minutos. Vienen a la hora 8 y como tienen que volver con toda la gente que se trató, demoran mucho, y 
al otro día de vuelta. 


El familiar del que hablé es mi padre, tiene noventa y dos años, y me decía: "¡Qué bárbaro poder ir, hacer el 
tratamiento y en una hora estar de vuelta en casa!". Cuando uno escucha esto, confirma que una cosa son las 
estadísticas y, otra, los seres humanos. 


Este planteamiento tiene una racionalidad absoluta, pero puede haber alguien que diga que es más barato 
traerlos en un micro que hacer una estructura. Desde el punto de vista de las estadísticas, alguno puede decir 
eso, pero hay que estar adentro del ómnibus para saber lo que significa encontrarse a doscientos kilómetros 
en el caso de Rocha y a ciento cincuenta kilómetros en el caso de Maldonado y venir durante veinticinco o 
treinta días. 


Estos son los temas de la salud en los que hay que mirar el corazón del ser humano, la necesidad, el entorno 
familiar y alejarse de las frías estadísticas. 


Quiero hacer una propuesta. Recién dijeron que el proyecto estaría terminado a fin de año. Es fundamental 
tener un proyecto para empezar el proceso. Propongo que iniciado el año, una vez terminado el proyecto, los 
vecinos del este vuelvan a la Comisión lo antes posible e invitemos a los Intendentes de Maldonado y Rocha. 
Hay que comprometer gente, hay que sumar. No descarto que después se invite al Ministerio de Salud 
Pública o que la Comisión vaya al Ministerio. Hay que generar energía y opinión sobre esta realidad. Como 
decía el señor Diputado José Carlos Cardoso, el compromiso departamental es fundamental. A veces, no todo 
lo que hay sirve por el tipo de construcción que se requiere, pero muchas veces lo que hay ayuda para 
empezar. 


Sería buena cosa contar con el proyecto vi la montaña de firmas que había e invitar a los Intendentes para 
trasmitirles oficialmente esta inquietud y hacerlos "socios" entre comillas de esta iniciativa que es bien justa 
y necesaria. 


SEÑOR LIMA.- Quiero aclarar que el Intendente de Maldonado está al tanto de que existimos. 
Inclusive, nos dio una oficina para reunirnos en el Campus. También están al tanto los señores 
Diputados Darío Pérez, Pérez que no es de Maldonado, Cardoso y Rodríguez Servetto. La Dirección de 
Salud del departamento también está al tanto por el señor Curbelo. Lo saben todas las autoridades de 
Maldonado. 


SEÑORA RODRÍGUEZ.- También hemos hablado con los Intendentes de Lavalleja y Rocha, y están 
de acuerdo con que esto es una necesidad. Estamos atados en la aceptación de que haya un centro para 
cada departamento, por lo que estamos tratando de que se acepte en forma regional. Esto ya se aceptó 
en Tacuarembó y en Florida. 


Yo también fui paciente oncológica. Estuve viajando durante tres meses. Esa comodidad del micro solo la da 
la salud privada. Salud Pública es un infierno porque cuando uno consigue el cupo para venir a atenderse, no 
tiene el dinero para pagar el pasaje. También pasa que el tratamiento debe ser continuo y de repente le dan 
hora para la otra semana. 


Queremos hacer un centro en el que se pueda atender la parte de radioterapia y en el que el paciente se pueda 
quedar haciendo reposo. 


Hemos hablado con varios Intendentes y están dispuestos a apoyar este proyecto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Atendiendo a los avances que se han ido generando en la zona y a la 
propuesta que hizo el señor Diputado García, estamos más que satisfechos. En principio, en febrero 
estaríamos retomando las actividades y los volveríamos a recibir. Será muy bueno para la Comisión 
ayudar a la instalación de un servicio tan necesario en la región. 


Agradecemos la visita de nuestros invitados. Cuenten con nosotros. 
(Se retiran de Sala la delegación del Grupo de Apoyo a Enfermos de Cáncer, GADECA) 
(Ingresa a Sala el señor Representante Nacional Gonzalo Novales) 


——— La Comisión de Salud Pública y Asistencia Social tiene el agrado de recibir al señor Diputado Novales, 
quien elaboró un proyecto de ley sobre el bastón verde. Debo decirle que hemos recibido información sobre 
ese tema y que la correspondiente asociación ha estado en el Parlamento, en el ámbito de la Comisión de 
Derechos Humanos y también con algunos integrantes de esta Comisión, para hablarnos sobre la propuesta y 
sobre la importancia de instrumentar un bastón verde para proteger a las personas de baja visión. En esa 
oportunidad también se refirieron a la ley que sobre este tema rige en Argentina la que nos proporcionaron, 
por lo que consideramos oportuno acelerar el trámite de este proyecto que el señor Diputado presentó hace ya 
dos años. 


SEÑOR NOVALES.- Realmente les agradezco que me hayan invitado para exponer sobre los motivos 
de este proyecto de ley. 


Voy a ser muy breve porque no soy médico sino una persona sensible a determinadas condiciones sociales. 
Por eso, en base a que me han solicitado entrevista personas con problemas de baja visión y a que en algunos 
países vecinos ya se han tomado determinadas medidas para proteger o crear un entorno de seguridad a las 
personas con este problema, presenté el mencionado proyecto. A raíz de esta iniciativa y a través de la 
Comisión de Salud Pública y Asistencia Social y de la de Derechos Humanos, se ha invitado a exponer a 
gente de la asociación e, inclusive, han concurrido personas que sufren esta enfermedad, que es mucho más 
corriente de lo que se piensa. 


Se establece que hay tres personas con baja visión por cada no vidente y que muchas veces la persona de baja 
visión termina siendo no vidente. Se trata, fundamentalmente, de un tema de sensibilidad, para que a esas 
personas la vida les sea más fácil, más competitiva con el resto de la sociedad, para que sientan que la 
sociedad no los abandona. El bastón no solo es un objeto material sino que significa mucho más desde el 
punto de vista psicológico: muchas veces hace que personas que están recluidas en su domicilio puedan 
volver a vivir en sociedad porque se sienten respaldadas o protegidas. 


A través de las anécdotas que nos han contado las personas que tienen baja visión, nos dimos cuenta de que 
están pasando una infinita cantidad de dificultades. 


La determinación del uso del bastón verde no implica un costo para la sociedad ni para el Estado. Sí 
estaríamos haciendo un gran favor a esta gente, que ha salido de su ámbito laboral, que no está produciendo, 
que no está gastando ni generando ningún tipo de riqueza y que solamente tiene el destino de ser una carga 
para el Estado por una incapacidad visual, si siguen encerrados. Con esto los invitamos a que salgan a 
pelearla, a mejorar y a vivir. 


Como en esta Comisión hay especialistas, creo que no debería extenderme en temas que son profesionales. 
En este proyecto primó la sensibilidad. Yo siempre establezco la diferencia entre un legislador y un 
Representante. En esta oportunidad he actuado como legislador y, sobre todo, como Representante de la 
sociedad y de las personas que tienen problemas. Debemos ser sensibles a todo este tipo de problemáticas y 
proponer soluciones. 


Está en ustedes considerar esta iniciativa. Se trata de un proyecto muy sencillo, pero me parece que así está 
bien. Luego, mediante la reglamentación por parte de las autoridades, va a llegar a buen fin. El proyecto solo 
consta de dos artículos pero, obviamente, está abierto a cualquier tipo de sugerencia que se le quiera hacer 
tanto en la Cámara de Diputados como en el Senado. Reitero que la reglamentación va a hacer que esto 
funcione bien. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La delegación que vino de Buenos Aires nos aportó la legislación argentina. 
Hay algunos elementos que bien valen una reglamentación: si hay un registro de personas con baja 
visión, en qué lugar se va a establecer ese registro, cuáles serán las características, cuáles serán los 
elementos que se tendrán en cuenta, etcétera. 


Este es un proyecto sencillo que requerirá un nivel de divulgación y de comunicación. Digo esto porque 
nuestros visitantes nos contaron que a veces se generan situaciones complejas porque la gente no sabe si esa 
persona tiene baja visión; algunos usan bastón blanco porque tienen baja visión, pero con riesgos. Entonces, 
quedan descubiertos porque, en realidad, no son ciegos. 


Todas estas situaciones hacen que se tome al bastón verde como un elemento de protección a una población 
importante, que corre riesgos, sobre todo, en la calle, cuando se tiene que movilizar. Es parte de nuestro 
trabajo que la sociedad comprenda que ese bastón indica una situación de fragilidad de esa persona y que, por 
lo tanto, requiere mayor cuidado, una mirada más sensible y mayor respeto. 


Me gustaría que la Comisión analice este proyecto y lo apruebe a la brevedad. Evidentemente, en la 
reglamentación se jugarán todos los valores que mencionamos y que compartimos con el señor Diputado. 


SEÑOR RADÍO.- Al igual que la señora Presidenta creo que es necesario acompañar esta iniciativa de 
una gran campaña de difusión y de información para que la gente sepa qué quiere decir el bastón 
verde. Me parece central que la población que se encuentre con una persona que usa bastón verde sepa 
lo que significa, porque eso va a implicar colaboración y complementación. 


SEÑOR NOVALES.- Precisamente, en el artículo 2” se establece que el Poder Ejecutivo hará la 
reglamentación correspondiente. 


Agradezco a la Comisión por haberme recibido. 


(Se retira de Sala el señor Representante Novales) 


SEÑORA PRESIDENTA.- En discusión el proyecto relativo a "Uso de bastón verde por personas con 
baja visión. Adopción como instrumento de orientación y movilidad". 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota) 

——— Cinco por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 
Corresponde designar al miembro informante. 


VARIOS SEÑORES REPRESENTANTES.- Proponemos a la señora Presidenta. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Con gusto informaré este proyecto a la Cámara. 


(Ingresa a Sala una delegación de la Comisión Directiva de la Asociación de Química y Farmacia del 
Uruguay) 


——- La Comisión de Salud Pública y Asistencia Social tiene mucho gusto en recibir a una delegación de la 
Asociación de Química y Farmacia del Uruguay, integrada por su Presidenta, química farmacéutica Grisel 
Fernández, por su Vicepresidenta, química farmacéutica Virginia Olmos, y por la Secretaria, química 
farmacéutica Silvia Etcheverry. 


Esta reunión se tuvo que postergar hasta hoy porque el día que habíamos fijado tuvimos sesión de Cámara, y 
les pedimos por ello las disculpas del caso. 


SEÑORA FERNÁNDEZ.- No sé si les llegó el memorándum que dejamos la vez pasada. Nuestro 
planteo se divide en aspectos gremiales y aspectos regulatorios. 


Hace dos años vinimos a esta Comisión a plantear parte de los temas que hoy nuevamente traemos a vuestra 
consideración. Dentro de los temas gremiales hay uno muy importante que refiere al artículo 20 de la Ley_N? 
15.703. Este artículo fue impuesto durante la dictadura y cercena nuestro libre ejercicio. Se determina que no 
puede haber más de dos direcciones técnicas de farmacias a cargo de un mismo profesional farmacéutico en 
Montevideo o tres en el interior. 


Nosotros entendemos que es derecho de las autoridades sanitarias controlar el ejercicio de la profesión pero 
no limitarla. No pueden, a través de un decreto, establecer qué cantidad de farmacias se pueden atender. Sí 
podrían pautar la forma de trabajo. No objetamos que eso sí sería parte de la actividad de la policía sanitaria; 
no así controlarnos. Entendemos que la nuestra es la única profesión controlada desde ese punto de vista. 


Por eso formalmente estos puntos fueron elevados a la ex Ministra Muñoz y al actual Ministro Olesker. 
Como vemos que en algunos se ha logrado avanzar, pero que en la mayoría no, es que venimos nuevamente a 
hacer nuestro planteo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- ¿Proponen la eliminación del artículo 20? 


SEÑORA FERNÁNDEZ.- Exactamente. Eso fue votado en nuestra asamblea de socios. Si no es posible 
su eliminación, pretendemos, por lo menos, una revisión, porque una cosa es pautar el ejercicio y, otra, 
limitar el ejercicio, de lo que estamos en contra. Nos parece que eso es inconstitucional. 


Otro tema que desde el punto de vista gremial nos preocupa es la participación en el tema de bioética. 
Nosotros nos movimos y reclamamos en la Comisión de Bioética por la situación de los medicamentos. En 
este país los medicamentos están bajo el control del profesional farmacéutico, pero en el caso de los 
promedicamentos, que están para hacer un ensayo clínico que entendemos es cuando más control profesional 
deben tener, la Comisión de Bioética determinó que no necesariamente deben estar bajo la custodia de un 
farmacéutico. Entonces, se da la situación insólita de que cualquier medicamento registrado y avalado por 
todos los controles que nuestro país establece debe tener una venta controlada por la dirección técnica de un 
químico farmacéutico. Sin embargo, aquel medicamento que está en fase de estudio, que todavía no ha sido 
aprobado y que tiene todos los potenciales riesgos en la fase preclínica que es cuando más necesitaría el 
control de un químico farmacéutico no está expresamente bajo la custodia del químico farmacéutico del 
hospital donde se estén haciendo los estudios. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Ustedes dicen que esos medicamentos no están bajo la custodia de un 
químico farmacéutico pero, ¿la Comisión de Bioética está integrada por químicos farmacéuticos? 


SEÑORA OLMOS.- No, la Comisión no está integrada por químicos farmacéuticos. Desde hace dos 
años estamos haciendo los planteos a nivel del Ministerio de Salud Pública, órbita donde funciona esta 
Comisión y donde se está redactando el decreto que va a regular los estudios clínicos y la bioética en 
torno a los estudios con pacientes la mayoría de ellos involucran en su protocolo de investigación a un 
medicamento, para que se tenga en cuenta que el medicamento debe estar bajo la custodia de un 
profesional que ha sido formado para esa función, que es precisamente la de controlar que el 
medicamento sea beneficioso para el paciente, manteniendo las condiciones para las que fue fabricado. 
Hace dos meses, luego de varias instancias con la Comisión, nos contestaron que esta petición iba a ser 
tenida en cuenta y que nos iban a estar informando. Todavía no nos han informado que eso se haya 
contemplado. 


Lo que nosotros planteamos es que internacionalmente la custodia del medicamento está bajo la 
responsabilidad de un químico farmacéutico o de un farmacéutico en los países donde son profesiones 
separadas. De hecho, para iniciar un estudio clínico en un centro de salud, el Ministerio de Salud Pública 
solicita la forma del químico farmacéutico responsable. Sin embargo, eso en el decreto no está contemplado 
como parte de la reglamentación. Hoy hay algunos estudios que no son realizados en las condiciones que 
establece el Ministerio de Salud Pública. El químico firma, pero como no tiene la obligación de tenerlo bajo 


su custodia, los medicamentos terminan en el consultorio del médico sin las condiciones de temperatura, de 
almacenamiento y de vencimiento que deberían tener. A eso atiende nuestro planteo. 


SEÑORA ETCHEVERRY.- Soy la Secretaria General de la Asociación de Química y Farmacia del 
Uruguay. Me gustaría hacer una acotación práctica para tratar de bajar a tierra este tema. 


La logística de los medicamentos es bastante delicada. Los controles de temperatura, sobre todo en 
medicamentos de última generación que por lo general requieren cadena de frío, resultan críticos. Se ha 
detectado, por ejemplo, que los medicamentos quedan guardados en heladeras domésticas, que es un 
refrigerador que mantiene la carne, la leche y la manteca entre 2*C y 8*C, pero no necesariamente está entre 
esas temperaturas. De todos modos, a la carne, a la leche y a la manteca no les pasa nada si la heladera está a 
1% o a 0%, pero en los medicamentos eso resulta crítico y por eso debe haber controles y profesionales que 
estén formados en logística farmacéutica y mantenimiento de las condiciones para que un ensayo clínico dé 
lo que tiene que dar. Se trata de que no haya falta de efectividad porque se degradó el medicamento y eso 
generó la aparición de sustancias tóxicas. Esto es realmente importante, no es banal. 


SEÑORA FERNÁNDEZ.- El segundo aspecto que queríamos plantear tiene que ver con lo regulatorio. 
En esta Directiva tenemos dos nortes que venimos persiguiendo y que también planteamos en la 
oportunidad anterior. Uno de ellos tiene que ver con lograr una legislación para los productos 
biotecnológicos. Los fármacos, productos biosimilares, biotecnológicos y biológicos, son muy diferentes 
a un farmoquímico. Por ese motivo es que pedimos que, como se está haciendo en todo el mundo y 
como ha pautado la OMS, el Ministerio por favor comience a legislar sobre los medicamentos 
biotecnológicos, teniendo en cuenta las particularidades que ellos exigen. 


Hicimos varias gestiones ante el Ministerio y ante Comisiones. Lamentablemente, tuvimos que llegar a la 
prensa para ver si en el mes de diciembre lográbamos que el Ministerio legislara; no tuvimos ningún éxito, 
más que promesas de que íbamos a trabajar. Hicimos un intento y trabajamos durante bastante tiempo con el 
Sindicato Médico en este tema. Nos detuvimos cuando el Ministerio, a través de la Directora de Normativa, 
doctora Norma Rodríguez, nos informó que se había creado una Comisión para comenzar a trabajar en la 
legislación. Nos pidieron delegados de todos los actores: del Sindicato Médico, de la Asociación de Química 
y Farmacia del Uruguay, de la Academia Facultades de Química y Medicina, de los laboratorios nacionales y 
de las Cámaras. Era una Comisión multidisciplinaria y nos pareció interesante el trabajo que podíamos hacer. 


De esto hace un año y nosotros cumplimos nuestra parte de esperar qué hacía el Ministerio, pero ante el 
silencio, ante la falta de movimientos, estamos otra vez intentando que por el lado del Parlamento se logre 
una legislación para estos productos porque, como decía la colega, si bien es importante el control de calidad 
de cualquier fármaco, en el caso de los biotecnológicos la característica de inmunogenicidad que es muy 
importante los hace muy susceptibles a pasar de un producto activo, no ya a uno inactivo, sino a uno tóxico 
para la salud. Es nuestro compromiso y nuestra responsabilidad exigir que se hagan los controles adecuados, 
y para eso debe haber una normativa adecuada, que no implica que se dejen productos que hayan demostrado 
su actividad, sino hacer una demostración y estudios de utilización a aquellos que lo hayan demostrado y a 
los nuevos que vengan. 


Sabemos que este tema estaba entre las propuestas del Ministerio de Salud Pública, pero como ya ha 
transcurrido un año y la Comisión no ha cursado ninguna citación, venimos al Parlamento a hacer este 
planteamiento. 


SEÑORA PRESIDENTA.- ¿Esa Comisión no funciona o no la integran ustedes? 


SEÑORA FERNÁNDEZ.- A pedido nuestro y del Sindicato Médico, la doctora Norma Rodríguez la 
designó, pero jamás nos citaron; lo único que hicimos fue designar a quienes la integrarían, pero repito 
que jamás se los citó para que la Comisión funcionara. O sea que es una Comisión nominal. Por lo 
pronto, los delegados de la Asociación de Químicos jamás fuimos citados. Reitero que se nos pidió los 
nombres de los delegados y en eso quedó; jamás sesionó. 


SEÑORA OLMOS.- Con respecto a este tema también pretendemos ir acompasando lo que pasa en la 
región. Todos los países de la región están trabajando en este tema y legislando en esta materia. Lo más 


neutral es un documento de la OMS, pero en Europa y Estados Unidos hay legislación vigente. Repito 
que en la región se está trabajando, pero Uruguay todavía no ha encarado este tema. 


Como decía la química Fernández, la idea es que si la industria nacional tiene productos que pueden ser 
utilizados y que han demostrado eficacia y seguridad, sea posible emplearlos con esa tranquilidad. Hoy en día 
eso no ha sido demostrado; estamos trabajando en condiciones que no son las que se establecen 
mundialmente para asegurar que los pacientes reciben algo que ha demostrado por lo menos seguridad en 
cuanto a la inmunogenicidad. Estos productos se elaboran en base a proteínas. Todo el proceso es muy 
complejo; no es como el de los productos químicos, en el que se trata de seguir una serie de etapas. En este 
caso, hay que validar todo el proceso y tenerlo estudiado en cuanto a la inmunogenicidad. 


Más que los productos nacionales, nos preocupan las importaciones que podamos recibir en el país, porque 
convengamos que si los países vecinos tienen una legislación sumamente restrictiva, el único que les va a 
quedar como vía y canal de ingreso va a ser el nuestro. Entonces, nos preocupa mucho aquello que puede 
venir de destinos no seguros, porque al no tener una legislación especial para el caso vamos a estar 
totalmente en desventaja con respecto a nuestros vecinos de la región. 


SEÑORA ETCHEVERRY.- Me gustaría acotar que la falta de legislación hace que todos caigan en la 
misma bolsa. En diciembre pasado hubo un fallo de la Justicia que supongo que los señores Diputados 
recordarán, que condenó al Fondo Nacional de Recursos a entregar originales. Eso fue algo insólito, 
pero ocurrió porque un producto fue registrado como medicamento y a ese laboratorio no se le dio la 
posibilidad de demostrar si era bueno o malo. En definitiva, creo que es un handicap importante para 
una creciente industria nacional que está trabajando bien, que ha hecho inversiones millonarias y que 
no tiene forma de diferenciarse o de establecerse y decir que tiene la misma calidad, los mismos 
estándares y que ofrece medicamentos igualmente seguros. 


El hecho de que haya un marco regulatorio separa la paja del trigo. Dentro de la industria nacional hay 
empresas que están trabajando muy bien y que apuestan a más, pero, ¿cómo hacen para demostrarlos si la 
normativa no ofrece garantías? Lo que está escrito es lo que, de alguna manera, es. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quisiera saber si en este Período han tenido algún contacto con autoridades 
del Ministerio de Salud Pública, si han planteado estos temas y si ha habido algún avance o alguna 
respuesta. 


SEÑORA FERNÁNDEZ.- En el memorándum está todo detallado. Como ya señalé, en una primera 
oportunidad nos entrevistamos con la entonces Ministra María Julia Muñoz, pero no tuvimos 
demasiado éxito. Cuando se implementó la reforma y se crearon las nuevos divisiones de Salud Pública 
hablamos con la Directora de Normativa, doctora Norma Rodríguez, que generó la Comisión. 
Mantuvimos una entrevista con el economista Olesker cuando asumió el Ministerio y, de los dos temas, 
el de la normativa de biotecnológicos y el de la Agencia que es un tema macro, que envuelve todo, nos 
manifestó su total convencimiento de que esta era la línea de trabajo. Pero nos dijo que el tema de la 
Agencia, si bien era una aspiración del Gobierno y a eso se apuntaba, lo veía difícil de concretar en este 
Período. Pero nos dijo que se iba a caminar hacia una legislación en ese sentido. Nosotros dimos un 
tiempo prudencial e hicimos los contactos con el Ministerio, pero vemos que no se ha avanzado y no se 
ha tenido en cuenta los tiempos de la población. Por ese motivo, estamos intentando recorrer dos 
caminos. Por un lado, estamos haciendo seminarios y jornadas formativas referentes a los temas de 
Agencia y de biotecnológicos, con la intención de que los colegas se formen en estos aspectos. Pero nos 
parece importantísimo llevar de la mano a las autoridades para que se convenzan de hacerlo. 


El 31 de julio en una jornada que hicimos junto con OPS, invitamos a la Subdirectora General del Ministerio 
de Salud Pública, ingeniera Raquel Ramilo, a quien se le volvieron a hacer estos mismos planteamientos. Ella 
nos reiteró que este tema estaba dentro de las preocupaciones del Ministerio. Pero tenemos miedo de que 
pase otra Legislatura y esto siga sin resolverse. 


SEÑORA FERNÁNDEZ.- Queremos dejar claro que la intención de la Asociación de Química y 
Farmacia, que nuclea a más de mil doscientos colegas, es poner a disposición de las autoridades todo 
ese caudal de especialistas en cada una de las áreas para colaborar. No pretendemos que se aplique 


algo traído de otros países, sino poner nuestro caudal para hacer algo a nuestra medida, pero empezar 
a hacerlo ya. 


SEÑORA ETCHEVERRY.- La base de todo esto es tener una agencia independiente, avalada por la 
calidad técnica de sus integrantes, para que precisamente sea gestora de este tipo de normativa 
necesaria y de otras. Estas son cosas que hemos detectado desde el mundo profesional, pero 
evidentemente puede haber otras desde el punto de vista de la salud pública. 


SEÑORA FERNÁNDEZ.- El Sindicato Médico tiene interés en venir a la Comisión junto con nosotras 
y, en caso de volver, concurriríamos con él, a efectos de mostrar unidad en el tratamiento de los temas. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Vamos a enviarles la versión taquigráfica de esta reunión y comunicarles los 
avances que logremos en las próximas entrevistas que realizaremos en el mes de diciembre. 


Agradecemos mucho su visita. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


